
PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de los estamentos legales que estime correspondan, o bien interesando a los legisladores nacionales, evalúe si corresponde gestionar un resarcimiento del Estado Nacional por los perjuicios acarreados por la prórroga del Régimen de Promoción Industrial para cuatro provincias argentinas, dispuesta en el año 1996 por Decretos de necesidad y urgencia.

SEÑOR PRESIDENTE:





En el año 1996 a través de una serie de Decretos de Necesidad y Urgencia, el gobierno nacional prorrogó la vigencia de los regímenes de promoción industrial. El beneficio se otorgó a aquellos emprendimientos en los que los cupos fiscales no habían sido utilizados. Así, sólo se favorecieron las provincias de San Luis, San Juan, La Rioja y Catamarca. Durante el Gobierno del Presidente Duhalde se dio por acabado el sistema, y desde entonces, las cuatro provincias mencionadas presionan para que el mismo se ponga en marcha otra vez.





El mantenimiento de los regímenes de promoción significó para el país en general altos costos fiscales y económicos, estimados por el Centro de Empresarios Mendocinos (C.E.M.) en $ 31.450 millones . Teniendo en cuenta que el valor actual neto de la inversión en proyectos promovidos en las cuatro provincias alcanzó a $ 11.018 millones, se concluye que el estado nacional tuvo un costo equivalente a 2,86 veces la inversión generada.





Desde 1997 el gobierno de Mendoza viene reclamando al Gobierno Nacional un resarcimiento por los perjuicios ocasionados por el Régimen de Promoción Industrial, habiendo logrado un dictamen favorable del Procurador General de la Nación Carlos Becerra,  resolviendo la inconstitucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia que dispusieron la prórroga,  así como la nulidad de los mismos.

                                                Los mendocinos han solicitado la devolución de los recursos que le corresponden por el régimen de coparticipación además de demandar por daños y perjuicios indirectos como consecuencia de tal régimen un monto de $ 600 millones y  han señalado repetidamente que el reclamo no es hacia las provincias beneficiadas, sino concretamente hacia la Nación, compartiendo la necesidad de la existencia de un régimen de promoción industrial a nivel nacional.





Nuestra provincia también debería evaluar las consecuencias en nuestro territorio de la continuidad de los regímenes ahora caducos, que durante años postergaron radicaciones genuinas y promovieron el traslado de empresas locales hacia estos “paraísos fiscales” dentro de nuestro propio territorio nacional.





Por todo lo expuesto, considero que el Poder Ejecutivo deberá a través de los estamentos jurídicos que estime correspondan, o bien por intermedio de los nuestros legisladores nacionales, evaluar si corresponde gestionar un resarcimiento económico por parte del Estado Nacional por los perjuicios ocasionados por la vigencia de el Régimen de Promoción Industrial, prorrogado mediante decretos de necesidad y urgencia que fueron declarados inconstitucionales según el dictamen del Procurador General de la Nación.





Por estas razones  pido a mis pares me acompañen con el voto favorable, el presente Proyecto de Comunicación.

